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República de Panamá
Declaración de Panamá pronunciada por   Su Excelencia LUIS ERNESTO CARLES R., Ministro de Trabajo y Desarrollo Laboral, durante el Segundo Ciclo  de revisión del Examen Periódico Universal del Consejo de Derechos Humanos

Ginebra, Suiza 6 de mayo de 2015
Muy buenos días.
Su Excelencia JOACHIM RUCKER, Presidente del Consejo de Derechos Humanos
Su Excelencias Embajadores Representantes y Plenipotenciarios de los Estados Miembros y Observadores ante el  Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas;

Distinguidos miembros de las instituciones No Gubernamentales y  Representantes de la Sociedad Civil.

Prensa Internacional

Señores y Señoras

Constituye para mí un honor dirigirme a ustedes, en calidad de jefe de delegación, en el contexto de esta segunda revisión de la situación de los derechos humanos en el Estado panameño a través del Examen Periódico Universal.
De igual forma, deseo trasmitir en nombre del Excelentísimo Señor Presidente Juan Carlos Varela Rodríguez, y de la Vicepresidenta y Ministra de Relaciones Exteriores, su Excelencia Isabel de Saint Malo de Alvarado, sus agradecimientos a los Estados que participan en este intercambio. Esperamos promover un diálogo constructivo en aras de fortalecer el respeto y la promoción a los derechos humanos en nuestro país.
Agradezco también a la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, por la información entregada para este diálogo, así como por la información facilitada por otros interlocutores pertinentes, procedentes de Organizaciones No Gubernamentales, instituciones de derechos humanos nacionales e internacionales, sindicatos y grupos eclesiásticos, entre otros.

Señor Presidente

La participación del Estado panameño en el Examen Periódico Universal ha constituido una oportunidad, tanto para que las autoridades nacionales evaluemos en conjunto los avances que hemos tenido en materia de derechos humanos, como para escuchar las recomendaciones de la comunidad internacional. 

En menos de un año de gestión, el actual Gobierno de Panamá ha llevado a cabo cambios positivos en materia de libertad de expresión, relación con los sindicatos y los pueblos originarios, el procedimiento de determinación del estatuto de refugiado y en materia de transparencia y de rendición de cuentas, con los cuales el país ha dado pasos significativos hacia el pleno cumplimiento de nuestras obligaciones en materia de derechos humanos. 
El Estado panameño se encuentra enfocado al fortalecimiento institucional, respondiendo a una estrategia que incluye la ratificación de convenciones de derechos humanos, adecuación de la legislación nacional, la creación y renovación de instituciones  y la implementación de políticas públicas que faciliten esa meta. 
Por ello, agradecemos nuevamente la oportunidad de ser parte de este proceso y, nos comprometemos a continuar fortaleciendo el pleno respeto y garantía de los derechos de todas las personas que se encuentran en el territorio nacional. 

A continuación, me referiré a los avances que hemos logrado así como los retos que aún tenemos en materia de derechos humanos. Posteriormente, la Viceministra de Asuntos Multilaterales y Cooperación del Ministerio de Relaciones Exteriores, María Luisa Navarro, y la Viceministra de Gobierno, María Luisa Romero profundizarán en algunos de los temas a los que haré referencia y que han sido abordados por las preguntas de los Estados que nos han sido facilitadas con antelación.
Señor Presidente
Uno de los compromisos asumidos por el Estado panameño en el primer ciclo del examen periódico universal fue darle permanencia a la Comisión Interinstitucional creada para preparar el informe que fue presentado en aquella ocasión. Este compromiso se cumplió a través del Decreto Ejecutivo 7 de 2012, que crea la Comisión Nacional Permanente para Velar por el Seguimiento y Cumplimiento de los Compromisos Adquiridos por Panamá en el Ámbito Nacional e Internacional en materia de Derechos Humanos.
Esta Comisión fue responsable de elaborar el informe al que hoy hacemos referencia.  Para ello, tuvo lugar una sesión de consulta con las principales organizaciones de la sociedad civil dedicadas a la defensa de los derechos humanos.

Asimismo, se creó una Subcomisión encargada del establecimiento del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura, que cuenta con participación de representantes de la sociedad civil, quienes propusieron los lineamientos básicos de la discusión acerca de su creación. 
En este marco, las organizaciones de la sociedad civil y la Subcomisión acordaron que el Mecanismo Nacional será una institución de nueva creación y se establecerá mediante una Ley que le otorgue independencia.

También, en cumplimiento de los compromisos asumidos en el marco del Examen Periódico Universal de Panamá, desde 2010 hemos avanzado en la ratificación de varios instrumentos internacionales, tales como la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas de 1954, la Convención para Reducir los Casos de Apatridia de 1961, Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, el Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos y Degradantes y el Convenio 189 de la Organización Internacional del Trabajo sobre las trabajadoras y los trabajadores domésticos. También aceptamos la competencia del Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial para recibir peticiones individuales.

Asimismo, en virtud de la-..la invitación abierta para que los integrantes de los procedimientos especiales de Naciones Unidas puedan visitar nuestro país que fue emitida durante el Examen Periódico Universal anterior, hemos recibido la visita del Relator sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y el Grupo de Expertos sobre los Afrodescendientes.
Además hemos ampliado el debate sobre la ratificación del Convenio 169 de la OIT y recientemente el Presidente de la República solicitó la creación de una mesa de trabajo con la participación de agentes gubernamentales y los pueblos indígenas para seguir trabajando el tema.
Reconocemos que Panamá mantiene informes pendientes por presentar ante los distintos órganos de tratados y procedimientos especiales de Naciones Unidas.
La Comisión Nacional de Derechos Humanos establecerá un plan de trabajo para la presentación de los informes pendientes previo a la revisión de medio término del segundo examen de Panamá. 

Señor Presidente

La lucha contra la discriminación debe tener como punto de partida el reconocimiento de su existencia. En atención a ello, el Estado panameño reconoce que en nuestro país persisten actitudes culturales y sociales que tienden a discriminar a ciertos grupos.

El Estado panameño considera que se han logrado ciertos avances en la lucha contra la discriminación. En este sentido, frente a la anterior ausencia de datos estadísticos en relación a la población afrodescendiente e indígena en Panamá, el censo de 2010 incluyó esta variable, tomando como base la auto-identificación.
El Estado panameño ha adoptado una extensa legislación de medidas positivas para la protección de las tierras, la cultura y las instituciones de los pueblos indígenas. Asimismo, los distritos electorales se han diseñado para facilitar la elección de representantes de nuestros pueblos originarios a la Asamblea Nacional de Diputados. 
Recientemente se reestableció la vigencia de los artículos de la Ley General de Ambiente que otorgaban derechos a los pueblos indígenas sobre los recursos naturales de las tierras que habitan. Además, la Asamblea Nacional aprobó legislación sobre la protección de medicinas tradicionales de los pueblos indígenas y sobre el derecho a la consulta y al consentimiento libre e informado de los pueblos indígenas en relación a aquellas medidas que los afectan.

A pesar de todo lo anterior, reconocemos que esta población sigue teniendo los índices más altos de pobreza y pobreza extrema. Por ello, nos encontramos trabajando en un plan de desarrollo integral con los pueblos indígenas, con la intención de mejorar sus condiciones de vida, fortalecer sus estructuras y autoridades tradicionales y mejorar los indicadores socioeconómicos que los atañen, tales como los de salud, educación e infraestructura, entre otros.

También reconocemos la deuda aún pendiente de promulgar una legislación integral que prohíba la discriminación por cualquier motivo incluyendo la discriminación racial y étnica. Sobre el particular, el Gobierno de la República de Panamá expresa su firme convicción de que dichas prácticas son incompatibles con la democracia y los derechos humanos, por lo que deben ser ejemplarmente sancionadas por los ordenamientos jurídicos internos.
Señor Presidente
El Estado panameño tiene la obligación de garantizar el derecho a la vida y a la seguridad de las personas. 

El Estado panameño ha solicitado al Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos la dotación de asistencia técnica para capacitar en el uso adecuado de la fuerza al personal policial y al personal civil con responsabilidades en el mantenimiento del orden público. También, se le ha solicitado su cooperación para la revisión de la currícula del Instituto Superior Policial con el objeto de asegurar que la formación de las fuerzas de seguridad tenga un enfoque transversal de derechos humanos.  
En el caso de las personas afectadas por los sucesos ocurridos entre el 6 y el 10 de julio de 2010 en Changuinola, reconocemos que hubo graves violaciones a los derechos humanos. En consecuencia, se adoptó la Ley 144 de 2015, que fue resultado de un consenso con los grupos afectados y por medio de la cual se adoptan una serie de medidas de reparación a su favor. Entre estas medidas se encuentran: el otorgamiento de un apoyo económico mensual a las víctimas que vieron afectada su salud a raíz de estos hechos y la creación de una Comisión Médica Interinstitucional con oficinas en Bocas del Toro, responsable de brindar todas las atenciones de salud, medicamentos y tratamientos requeridos por las personas afectadas.
Además, en el acto público de sanción de esta ley, el Presidente Varela pidió disculpas, en nombre del Estado, a todas las víctimas y personas afectadas por los acontecimientos. 
Con respecto a la violencia contra la mujer, Panamá adoptó, en el 2013, la Ley que tipifica el femicidio, dando respuesta a uno de los pendientes en esta materia.   También se han adoptado medidas para la implementación de esta norma, tales como, la creación de la Fiscalía Especializada para  la investigación de los casos relacionados con el delito de femicidio y la creación y reglamentación del Comité Nacional contra la Violencia  en la Mujer, como el órgano rector de las políticas relativas a la prevención y erradicación de la violencia contra las mujeres. Reconocemos que aún está pendiente la reglamentación de esta Ley; en consecuencia, asumimos el compromiso de elaborarla en los próximos meses.
En el tema de trata de personas, se han adoptado medidas para garantizar la atención adecuada de las víctimas en el contexto de procesos judiciales. Por ejemplo, se creó la Secretaría de Atención y Protección de Víctimas y Testigos en el Ministerio Público, que brinda tratamiento psicológico y realiza trabajo social con las víctimas. Se ha incrementado el número de capacitaciones especializadas en la materia para el personal operativo de la policía, fiscalía, órgano judicial migración, salud y educación, con el apoyo de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito y la Organización Internacional para las Migraciones.
Además, nos comprometemos a reglamentar la Ley 79 de 2011 referente al tema, a dotar de presupuesto a la Comisión Nacional contra la Trata para crear las unidades técnicas de identificación y atención de víctimas establecidas en la ley y a construir un albergue para las víctimas del delito de trata de personas, que cumplirá con los estándares internacionales en la materia.
Reconocemos que continúa la crisis del sistema penitenciario panameño, producto de la falta de implementación de la legislación vigente en la materia, los altos niveles de encarcelamiento y hacinamiento, infraestructura inadecuada y la escasez de personal penitenciario, entre otros factores. En atención a ello, nos encontramos ejecutando una reforma penitenciaria basada en derechos humanos, resocialización y seguridad, a raíz de la cual estamos adoptando una serie de medidas que se explicarán en detalle durante la intervención de la Viceministra del ramo.  
Además, continuaremos con la política de la apertura de los centros penitenciarios, establecida en julio de 2014 a través de un Protocolo que da acceso a las organizaciones de derechos humanos, pues creemos que a través de la transparencia podemos lograr identificar aquellas situaciones que requieren de nuestra atención y mejorar la gestión penitenciaria.
Asimismo, como parte integral de la política de seguridad ciudadana del Estado panameño, se está implementando el Programa Barrios Seguros que está dirigido a intervenir la actividad delictiva de grupos de pandillas por medio de procesos y espacios de inserción social para los jóvenes que pertenecen o mantienen cercanía con estas. El programa ofrece a los jóvenes que participan en este, formación técnica, asistencia económica mientras que esta dure, inserción laboral y asistencia espiritual.  

Se espera que en el próximo quinquenio se logre la resocialización de aproximadamente 2000 jóvenes entre los 12 y los 29 años, que corresponden a más de un tercio de la totalidad de la población involucrada en pandillas.
Desde su introducción ha habido 7276 delitos menos en las áreas intervenidas por el programa. 

En materia de refugio, se adoptó la Ley 81 de 2011 que le otorgó el estatuto de refugiado a 413 extranjeros que se encontraban bajo el Estatuto de Protección Temporal Humanitaria (PTH) y les otorgó la posibilidad de aplicar por el estatus de residente permanente. Asimismo, se promulgó la Ley 74 de 2013 que permite que los refugiados puedan aplicar a la residencia permanente luego de 3 años de vivir en territorio panameño bajo la condición de refugiado. 

También se han realizado mejoras al proceso para la determinación de la condición de refugiado, procurando que este respete los estándares internacionales en la materia. Por ejemplo, actualmente se trabaja en conjunto con UNICEF en la elaboración de un protocolo para la atención de los niños, niñas y adolescentes solicitantes de refugio. 

Además, el Estado panameño se encuentra trabajando, en conjunto con organizaciones de la sociedad civil y la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados, en la reforma del decreto que regula la determinación del estatuto de refugiado con el fin de adecuarlo a los estándares internacionales existentes.

Por otro lado, luego de la adhesión a las dos convenciones sobre apatridia, nos comprometemos a la adopción de un decreto que establezca el mecanismo para la determinación de las personas que se encuentren en esta condición. 

Sobre el tema migratorio, se mantuvo una política de apertura. En este sentido, durante el cuatrienio 2010-2014 se regularizaron 57652 extranjeros que se encontraban en situación irregular en Panamá. 
Esta cifra, sumada a la de aquellos extranjeros que ingresaron y mantuvieron su estatus regular en Panamá permite establecer que durante este período se incorporaron a nuestro país en calidad de residentes, 112 mil 366 extranjeros.

El Estado panameño reconoce que los actuales albergues de migración no reúnen las condiciones adecuadas, por lo que se compromete a construir un nuevo albergue de mujeres que contará con la infraestructura necesaria para garantizar el trato adecuado a su condición y brindará atención especializada por medio de psicólogos, trabajadores sociales y médicos. Igualmente se están llevando a cabo adecuaciones para mejorar las condiciones de estadía existentes en el albergue de hombres. 

Señor Presidente

Refriéndome al tema de la administración de justicia y el Estado de derecho, el Estado panameño desea recalcar que nadie se encuentra por encima de la Ley, y en consecuencia aquellas personas que comentan conductas punibles serán procesadas y sancionadas, respetando siempre su derecho al debido proceso. 

En este sentido, es de conocimiento público que desde hace ya varios meses se llevan a cabo investigaciones contra personas que habrían sido altos dignatarios del Órgano Ejecutivo durante el período inmediatamente anterior. Asimismo, recientemente fue condenado un Magistrado de la Corte Suprema, luego de  haber sido investigado por la posible comisión de varios delitos.

Por otro lado, reconocemos la necesidad de adoptar medidas para garantizar la independencia y la imparcialidad de los jueces y juezas, entre las que se encuentra el establecimiento de una carrera judicial.  
En este sentido, si bien esta aún no ha sido adoptada, la ley correspondiente se aprobó en tercer debate en la Asamblea Nacional de Diputados y se está a la espera de que ésta presente sus propuestas a raíz del veto presidencial parcial de la misma.

Además recientemente, con el apoyo de la sociedad civil, el Órgano Ejecutivo presentó en la Asamblea Legislativa un proyecto de ley para la creación de la Justicia de Paz o Justicia Comunitaria, que esperamos sea aprobada en un futuro cercano.

Este proyecto propone una justicia rápida, gratuita, informal, basada en principios de equidad, oralidad, transparencia, rendición de cuentas, eficacia, independencia y de diversidad cultural, para atender aquellos conflictos y controversias que constituyen faltas administrativas y algunos asuntos civiles menores.

Señor Presidente

En relación con los derechos de la niñez, me es grato manifestar que recientemente el Estado adoptó una legislación para elevar la edad mínima legal para contraer matrimonio a los 18 años, en cumplimiento de lo recomendado por el Comité de Derechos del Niño.

Asimismo, el Gobierno de la República de Panamá, por medio del Ministerio de Desarrollo Social, con apoyo técnico del Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, estableció una comisión para elaborar un proyecto de Ley de Protección Integral  de los Derechos de la Niñez y la Adolescencia que se está reuniendo desde marzo de este año. En la actualidad se está elaborando un plan de trabajo, cronograma y compromisos específicos para la implementación de la política que establezca la Ley.
En relación al tema de trabajo infantil, podemos mencionar que entre el 2012 y 2014 las cifras de afectados por trabajos peligrosos se redujeron en un 50%. Así, pasaron de cincuenta mil cuatrocientos diez niños y adolescentes que se encontraban en situación de trabajo infantil peligroso en el 2012 a veintiséis mil setecientos diez niños en el 2014.  
Como meta del Gobierno Nacional se espera erradicar las peores formas de trabajo infantil y el trabajo infantil en su totalidad para el año 2020.
Señor Presidente
Es interés del Estado redoblar los esfuerzos para seguir disminuyendo la tasa de pobreza, que ha bajado desde el 29.8% desde el 2010 al 25.9% en el 2014.


El Ministerio de Desarrollo Social continúa implementando el Programa de Red de Oportunidades, que es una estrategia gubernamental para aliviar de manera directa e integral las necesidades inmediatas de los hogares en extrema pobreza, que promueve la acumulación del capital humano, entre niños, niñas y jóvenes, con miras a romper el ciclo intergeneracional de la pobreza, creando incentivos para que las familias inviertan en educación, nutrición, salud y en el desarrollo de capacidades productivas.
Otro de los desafíos que tenemos por delante es garantizar el derecho a un medio ambiente sano. Con ello en mente, recientemente se creó el Ministerio del Ambiente, que tiene la tarea de transversalizar efectivamente la Política Nacional del Ambiente y fortalecer el marco institucional, dotando a dicho ministerio de nuevas herramientas en materia de instrumentos de gestión ambiental, mitigación y adaptación al cambio climático, y promoción del desarrollo sostenible a nivel comunitario. 

Señor Presidente

Las acciones presentadas ante este Consejo expresan la visión política que deseamos desarrollar. Nos comprometemos a seguir impulsando el cumplimiento de las obligaciones que como Estado hemos contraído en materia de derechos humanos y a tomar medidas positivas que garanticen condiciones en las que todas las personas que habitan en el territorio nacional puedan disfrutar plenamente de sus derechos humanos.
Para avanzar en este sentido, procuraremos seguir colaborando incansablemente a fin de promover las mejores prácticas institucionales, demostrando que tenemos los méritos necesarios para ocupar uno de los 8 puestos correspondientes a Latinoamérica y el Caribe en el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas para el período 2016-2018.

Muchas gracias…
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